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Resumen

Este trabajo interroga sobre la relación problemática entre la educación jurídica y la práctica 
del derecho, componentes que constituyen atributos que definen a los operadores del dere-
cho y a la profesión jurídica. Desde luego, más que valorar la influencia de la educación en la 
práctica del derecho, que puede ser algo más o menos evidente, la cuestión es qué aspectos 
específicos de la educación son los que tienen mayor peso sobre la praxis jurídica y cómo se 
expresan. De modo concreto, la investigación selecciona un conjunto de variables que son se-
ñaladas como los conductos que, en forma principal, repercuten en la influencia particular de 
la educación sobre la manera como se ejerce el derecho. Tales variables o hilos conductores 
serán analizados y su capacidad de influencia ponderada.
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Abstract

This work queries the problematic relationship between legal education and the practice 
of law. Both components are defining attributes of legal agents and the legal profession it-
self. Rather than assessing the influence of education on the practice of law, which is more 
or less evident, the question is which specific aspects of legal education have the greatest 
weight on legal praxis, and how do they express themselves. Specifically, this enquiry selects 
a set of variables identified as the conduits that leverage the actual influence of education on 
how law is practiced. These variables or guiding threads will be analyzed and their leverage 
weighted.
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I. Introducción 

Este texto plantea un problema, de índole sociojurídica, referido a si 
existe una relación relevante y distintiva entre la educación jurídica 
y la orientación o derrotero que sigue el ejercicio de la profesión de 
abogado. Caso en el cual, de ser afirmativa la respuesta, se interroga 
sobre cuáles elementos de la educación legal inciden sobre la prácti-
ca del derecho, y cómo se manifiestan. Lo anterior, persigue conocer 
la relación entre aspectos que definen la profesión de abogado y a 
los operadores jurídicos. La profesión jurídica está constituida “por 
los operadores jurídicos que realizan tareas hipotéticas o de manu-
factura con el derecho, cuyo objeto central son las normas jurídicas, 
como medio de intervención política sobre los conflictos sociales”3. 
La profesión es una construcción social, resultado de la movilización 
de grupos sociales que buscan para sí esa posición de status, y cuyas 
características emergen de modo subjetivo de las relaciones de inte-
racción social, donde a la idea de profesión se le atribuye un sentido4.

3 Germán Silva García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. i: La profesión 
jurídica, Bogotá, Externado e ilsa, 2001, p. 257.

4 Véase, Howard S. Becker. “The nature of a profession”, en Sociological work, Chicago, 
Aldine, 1970, pp. 91 a 93 y 94 a 97.
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En particular, lo que se propone discutir es si las características 
de la educación legal influyen de modo significativo en la manera 
como es interpretado y aplicado el derecho, según qué características 
y de qué forma concurren. Lo que, de ser confirmado, representaría 
un factor de elevada relevancia a fin de comprender las prácticas ju-
rídicas, es decir, el ejercicio real del derecho. Esto último constituye 
por antonomasia el objeto de estudio de la sociología jurídica5. Será, 
pues, un elemento de trascendencia para interpretar el sentido de las 
acciones de los operadores jurídicos6.

El concepto de operador jurídico está estrechamente conectado 
a la categoría, hace poco expuesta, de profesión jurídica. Esta noción, 
denostada por algunos al considerar que rebaja el status de los inte-
grantes de la profesión, procura comprender a aquellos que piensan y 
actúan el Derecho, mediante una operación o puesta en práctica que 
puede ser manufacturada (con la producción de actos jurídicos) o hi-
potética (en la que hay un discernimiento sobre el derecho que es 
comunicado a otros), cuyos atributos o cualidades son:

1. Una formación sistemática y homogénea en términos básicos. 2. Un saber, 
conocimiento y habilidades, que por su grado de especialidad los diferen-
cia de los legos. 3. La vinculación a una cultura profesional propia. 4. El uso 
práctico y predominante de ese saber en un campo profesional a cambio de 
algún tipo de recompensa. 5. Un monopolio sobre el ejercicio de ciertas atri-
buciones, dispensado de acuerdo con reglas profesionales. 6. La posesión de 
un determinado status7.

En consecuencia, puede deducirse del problema planteado y de los 
elementos teóricos expuestos, que la educación legal es vista como 

5 Por sociología jurídica se entiende: “la especialidad de la sociología que conoce acer-
ca de las instituciones (estructuras) relativas al control jurídico en su relación con 
las prácticas sociales (interacciones) que acaecen en la sociedad”. Cfr. Germán Silva 
García. “El proceso de la investigación sociojurídica en Colombia”, Diálogo de Saberes, 
n.° 15, 2002, p. 11. Ahora, la posición expuesta no es compartida de manera general, por 
ejemplo, Niklas Luhmann considera que la profesión jurídica no es un tema de la socio-
logía jurídica sino de la sociología de las profesiones, lo que implica negar la relevancia 
de la misma para entender el curso de las acciones sociales vinculadas al ejercicio del 
derecho. Al respecto, Niklas Luhmann. A sociological theory of law, Londres, Routledge 
& Kegan Paul, 1985, pp. 2 y 3.

6 Silva García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. i: La profesión jurídica, cit., 
pp. 27, 29 a 31.

7 Ibíd., pp. 30 y 31. 
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uno de los elementos característicos de la profesión jurídica, en tanto 
que conforme a la noción expuesta ella está integrada por los opera-
dores jurídicos, y la educación jurídica es el primero de los rasgos que 
constituyen la impronta o identidad de esos operadores8.

Para el efecto no se van a examinar todos los aspectos que in-
forman la educación jurídica. Se van a explorar los tipos o modelos 
organizativos de las instituciones de educación superior, lo que habrá 
de poner de presente a los grupos de actores sociales que se encuen-
tran detrás de ellas, de modo singular con el propósito de conside-
rar las posibles influencias ideológicas9. También se harán algunas 
observaciones en torno a determinadas tendencias generales de los 
programas académicos. Por último, serán analizados brevemente dos 
cuestiones: una referida a la composición social de los estudiantes de 
los programas de derecho, ya que ella está asociada en Colombia a las 
instituciones de educación superior y, en segundo término, la relacio-
nada con la calidad de la educación impartida en los programas de 
derecho, lo que obviamente guarda una conexión muy estrecha con 
las instituciones y los programas de formación jurídica en la educa-
ción superior. Todo lo cual (organización institucional, tendencias de 
los programas, composición social de los estudiantes, calidad de la 
educación), necesariamente, supone discutir, tal vez sería lo más im-
portante, cuáles son los hilos conductores de esa relación entre edu-
cación jurídica y prácticas jurídicas en el seno de la profesión, qué ca-
racterísticas o rasgos asume, cómo pueden ser comprendida y cuáles 
son sus repercusiones.

El desarrollo del problema antes expuesto habrá de conducir el 
trabajo al análisis de la autonomía universitaria, puesto que tal ga-
rantía constitucional tiene una elevada influencia respecto de todas 
las cuestiones que emergen a medida que se estudia la relación entre 

8 No obstante, la educación jurídica puede ser estudiada como un fenómeno autónomo 
respecto de la profesión, al igual que otros componentes que caracterizan a los opera-
dores jurídicos, por ende, a la profesión. En este caso, se examina como un componente 
de la profesión (la educación sistematizada) repercute sobre otro (las prácticas jurídi-
cas). En general todos los rasgos que definen a la profesión y sus operadores, de manera 
recíproca e interdependiente, se afectan entre sí.

9 Por ideología se entienden la consciencia o las ideas interpretativas acerca de la vida 
social y los fenómenos. Germán Silva García. Las ideologías y el derecho penal, 2.ª ed., 
Bogotá, ilae, 2019, disponible en [https://libroselectronicos.ilae.edu.co/index.php/
ilae/catalog/book/172], p. 15.

https://libroselectronicos.ilae.edu.co/index.php/ilae/catalog/book/172
https://libroselectronicos.ilae.edu.co/index.php/ilae/catalog/book/172
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educación y profesión jurídica. Siendo que respecto de la profesión 
jurídica este texto concentra la atención en las prácticas del derecho 
ejecutadas por los operadores jurídicos que integran la profesión.

Se habla de profesión jurídica en singular, no en plural, como suele 
suceder especialmente en los países anglosajones donde, ciertamen-
te, es posible referirse a profesiones jurídicas en plural10. En cambio, 
en Colombia y en América Latina solo puede hablarse, en singular, de 
una profesión jurídica, pues así es socialmente percibida y no pueden 
identificarse grupos de trabajo que tengan unas características y una 
naturaleza sustancialmente diferente11. Esa profesión jurídica partici-
pa de muy variadas ocupaciones jurídicas. El concepto de ocupación 
jurídica, referido a los campos laborales de los operadores del dere-
cho, es clave para entender como los juristas pueden desempeñar ac-
tividades muy diversas. La movilidad entre las distintas ocupaciones 
es difícil y se hace cada vez más complicada a medida que el abogado 
avanza en su desarrollo profesional, pero no es imposible.

Las precisiones conceptuales anteriores son esenciales. La socio-
logía jurídica latinoamericana debe introducir categorías que respon-
dan a las particularidades de sus realidades sociales. De modo parale-
lo, es indispensable romper con el colonialismo del Norte Global que, 
de manera tradicional, ha impuesto sus visiones teóricas, pese a que 
muchas veces son inapropiadas para comprender las realidades lati-
noamericanas. En ambos sentidos se ha avanzado12.

10 Es muy común entre autores latinoamericanos aludir a las profesiones jurídicas en plu-
ral, adoptando los usos anglosajones, por ejemplo, Ismael Rodríguez Campos. Las pro-
fesiones jurídicas, Nuevo León, Universidad Autónoma de Nuevo León, 2003, p. 20.

11 Germán Silva García. “Teoría sociológica sobre la profesión jurídica y administración 
de justicia”, Prolegómenos. Derechos y Valores, vol. 12, n.º 23, 2009, pp. 71 a 84, disponi-
ble en [https://revistas.unimilitar.edu.co/index.php/dere/article/view/2496].

12 Antonio Carlos Wolkmer y Samuel Mânica Radaelli. “Refundación de la teoría 
constitucional latino americana. Pluralidad y descolonización”, Derechos y Libertades: 
Revista de Filosofía del Derecho y Derechos Humanos, n.º 37, 2017, pp. 31 a 50, dispo-
nible en [https://e-archivo.uc3m.es/bitstream/handle/10016/27134/DyL-2017-37-
wolkmer.pdf]; Jairo Vladimir Llano Franco y Germán Silva García. “Globalización 
del derecho constitucional y constitucionalismo crítico en América”, Utopía y Praxis 
Latinoamericana, vol. 23, n.º 2 especial, 2018, pp. 59 a 73, disponible en [https://pro-
duccioncientificaluz.org/index.php/utopia/article/view/33110]; Fernanda Navas 
Camargo,. “El sur global y la realidad social de América Latina: hacia la construcción de 
nuevos paradigmas”, Novum Jus, vol. 14, n.º 2, 2020, pp. 11 a 13, disponible en [https://
novumjus.ucatolica.edu.co/article/view/3689]; Germán Silva García, Fabiana Irala 
y Bernardo Pérez Salazar. “Criminalidad, desviación y divergência: una nueva cos-
movisión em la criminología del sur”, Revista Latinoamericana de Sociología Jurídica, 

https://revistas.unimilitar.edu.co/index.php/dere/article/view/2496
https://e-archivo.uc3m.es/bitstream/handle/10016/27134/DyL-2017-37-wolkmer.pdf
https://e-archivo.uc3m.es/bitstream/handle/10016/27134/DyL-2017-37-wolkmer.pdf
https://produccioncientificaluz.org/index.php/utopia/article/view/33110
https://produccioncientificaluz.org/index.php/utopia/article/view/33110
https://novumjus.ucatolica.edu.co/article/view/3689
https://novumjus.ucatolica.edu.co/article/view/3689
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En concordancia con lo anterior, este es un trabajo de sociología 
jurídica que responde a la tradición latinoamericanista antes descri-
ta, que pretende interrogarse por las problemáticas singulares que 
nos afectan, en busca de respuestas propias, de las cuales tanto la pro-
fesión jurídica, como el atributo de la educación jurídica, han ocupado 
una parte importantes de sus averiguaciones13. Responde entonces a 
una corriente de indagación de la sociología jurídica comprometida 
con una visión crítica, que cuestiona las políticas y prácticas antide-
mocráticas, a la par que promueve reformas al derecho y a las institu-
ciones asociadas a este, lo mismo que giros en las prácticas jurídicas 
al examinar la divergencia social14, en trabajos teóricos15 o en estu-
dios referidos al control social16.

vol. 1, n.° 1, 2022, pp. 179 a 199, disponible en [https://www.usi.edu.ar/wp-content/
uploads/2020/09/CRIMINALIDAD-DESVIACI%C3%93N-Y-DIVERGENCIA.pdf]. 

13 Germán Silva García, Jairo Vladimir Llano Franco, Nicole Velasco Cano y Angélica 
Vizcaíno Solano. “El desarrollo de la sociología jurídica latinoamericana”, Opción, vol. 35, 
n.° 25 especial, 2019, pp. 1.136 a 1.196, disponible en [https://produccioncientificaluz.
org/index.php/opcion/article/view/32336].

14 Al respecto, algunos ejemplos en: Luis Felipe Dávila y Caroline Doyle. “Insider and 
outsider field challenges in Medellín, Colombia”, International Journal for Crimen, Justice 
and Social Democracy, vol. 9, n.º 3, 2020, pp. 87 a 99, disponible en [https://www.
crimejusticejournal.com/article/view/1207]; Rafael Velandia Montes y Alejandro 
Gómez Jaramillo. “El uso recreativo de las drogas: derechos humanos y política 
penal”, Opción, vol. 35, n.º 25 especial, 2019, pp. 1.246 a 1.294, disponible en [https://
produccioncientificaluz.org/index.php/opcion/article/view/32338]; Carlos Andrés 
Bernal Castro. “Mutaciones de la criminalidad colombiana en la era del postconflicto”, 
Utopía y Praxis Latinoamericana, vol. 23, n.º 1 especial, 2018, pp. 80 a 95, disponible en 
[https://produccioncientificaluz.org/index.php/utopia/article/view/32669]; Sandra 
Acero, Bernardo Pérez Salazar y Sofía Ramírez. “Seguridad urbana: una mirada 
divergente a través de una modalidad insidiosa de hurto en Bogotá”, Revista Criminalidad, 
vol. 49, 2006, pp. 245 a 254, disponible en [https://www.policia.gov.co/sites/default/
files/seguridad_u_0.html]; Germán Silva García. “El crimen y la justicia en Colombia 
según la Misión Alesina”, Revista de Economía Institucional, vol. 3, n.º 5, 2001, pp. 185 a 208, 
disponible en [https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/ecoins/article/view/263]; 
Germán Silva García. “La problemática de la corrupción dentro de una perspectiva socio-
jurídica”, Derecho Penal y Criminología, vol. 21, n.º 68, 2000, pp. 129 a 143, disponible 
en [https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derpen/article/view/1128]; Germán 
Silva García. “Delito político y narcotráfico” en La problemática de las drogas: mitos y 
realidades, Bogotá, Externado y Grupo Enlace, 1998, pp. 65 a 90.

15 Germán Silva García. “Le basi della teoria sociologica del delitto”, Sociologia del Diritto, 
vol. 27, n.º 2, 2000, pp. 119 a 135; Luis Felipe Dávila, Carolina Moreno, Cristian 
Arias, Jorge Vallejo, Lorena Fajardo, Luis Rivera y Paula Durán. “Violencia simbó-
lica: revisión de los estudios que acuñan el concepto en América Latina (2009-2019)”, 
Novum Jus, vol. 14, n.º 2, 2020, pp. 45 a 82, disponible en [https://novumjus.ucatolica.
edu.co/article/view/3205].

16 Algunos ejemplos de lo señalado en: Pablo Elías González Monguí, Germán Silva 

https://www.usi.edu.ar/wp-content/uploads/2020/09/CRIMINALIDAD-DESVIACI%C3%93N-Y-DIVERGENCIA.pdf
https://www.usi.edu.ar/wp-content/uploads/2020/09/CRIMINALIDAD-DESVIACI%C3%93N-Y-DIVERGENCIA.pdf
https://produccioncientificaluz.org/index.php/opcion/article/view/32336
https://produccioncientificaluz.org/index.php/opcion/article/view/32336
https://www.crimejusticejournal.com/article/view/1207
https://www.crimejusticejournal.com/article/view/1207
https://produccioncientificaluz.org/index.php/opcion/article/view/32338
https://produccioncientificaluz.org/index.php/opcion/article/view/32338
https://produccioncientificaluz.org/index.php/utopia/article/view/32669
https://www.policia.gov.co/sites/default/files/seguridad_u_0.html
https://www.policia.gov.co/sites/default/files/seguridad_u_0.html
https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/ecoins/article/view/263
https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derpen/article/view/1128
https://novumjus.ucatolica.edu.co/article/view/3205
https://novumjus.ucatolica.edu.co/article/view/3205
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Con los propósitos enunciados, el trabajo ha utilizado un método 
analítico combinado con un método dialéctico con el que se preten-
de observar las contradicciones que se plantean en la relación entre 
educación y profesión jurídicas. El análisis se ha basado en los datos 
empíricos derivados de la observación directa de varios de los fenó-
menos que son estudiados y de datos secundarios y trabajos teóricos 
oportunamente citados. Para la parte relativa a la autonomía univer-
sitaria se ha utilizado como fundamento un trabajo propio preparado 
para la Contraloría General de la República, el cual fue reelaborado.

De conformidad con lo antes expuesto, a continuación se em-
prenden las discusiones anunciadas:

García, Angélica Vizcaíno Solano y Bernardo Pérez Salazar. “Estigmatización 
y criminalidad contra defensores de derechos humanos y líderes sociales en 
Colombia”, en Revista Científica General José María Córdova, vol. 20, n.º 37, 2022, pp. 
143 a 161, disponible en [https://revistacientificaesmic.com/index.php/esmic/
article/view/810]; Henry Bocanegra Acosta y Jorge Enrique Carvajal Martínez. 
“Extractivismo, derecho y conflicto social”, Revista Republicana, n.º 26, 2019, pp. 143 
a 169, disponible en [http://ojs.urepublicana.edu.co/index.php/revistarepublicana/
article/view/519]; Pablo Elías González Monguí. “Selectividad penal en la legislación 
para la paz en Colombia”, Utopía y Praxis Latinoamericana, vol. 23, n.º 1 especial, 2018, 
pp. 131 a 144, disponible en [https://www.redalyc.org/journal/279/27957769008/
html/]; Nicolás Javier Jaramillo Gabanzo, Rafael Velandia Montes, Alejandro 
Gómez Jaramillo y Ana María Solarte Cucachón. Los sí delincuentes: visiones sociales 
sobre la pena, la criminalidad y el sistema penal, Bogotá, ilae, 2018, disponible en 
[https://libroselectronicos.ilae.edu.co/index.php/ilae/catalog/book/165]; Bernardo 
Pérez Salazar. “Construcción de paz en el orden del derecho transnacional penal: 
el caso colombiano”, Utopía y Praxis Latinoamericana, vol. 23, n.º 1 especial, 2018, 
pp. 65 a 78, disponible en [https://produccioncientificaluz.org/index.php/utopia/
article/view/32668]; Carlos Andrés Bernal Castro, Manuel Fernando Moya 
Vargas y Jorge Enrique Carvajal Martínez. Derecho internacional humanitario 
en el conflicto armado colombiano, Bogotá, Universidad Católica de Colombia, 2018; 
Angélica Vizcaíno Solano y Johana Barreto Montoya. Los criterios de unificación 
de jurisprudencia en materia contencioso administrativa, Bogotá, ilae, 2017, disponible 
en [https://libroselectronicos.ilae.edu.co/index.php/ilae/catalog/book/123]; Misael 
Tirado Acero, Angélica Vizcaíno Solano y Bernardo Pérez Salazar. La política 
antidrogas: nuevos horizontes de cambio en el control de la oferta y la demanda, Bogotá, 
Universidad Católica de Colombia, 2016, disponible en [https://repository.ucatolica.
edu.co/entities/publication/b67c3b11-727c-4245-94db-69d22898e252], pp. 15 y 
ss.; Manuel Fernando Moya Vargas y Carlos Andrés Bernal Castro. Libertad de 
expresión y proceso penal, Bogotá, Universidad Católica de Colombia, 2015; Bernardo 
Pérez Salazar. “El sistema internacional de fiscalización de drogas: un estado de cosas 
para cambiar”, Novum Jus, vol. 3, n.° 2, 2009, pp. 153 a 188, disponible en [https://
novumjus.ucatolica.edu.co/article/view/715]. 

https://revistacientificaesmic.com/index.php/esmic/article/view/810
https://revistacientificaesmic.com/index.php/esmic/article/view/810
http://ojs.urepublicana.edu.co/index.php/revistarepublicana/article/view/519
http://ojs.urepublicana.edu.co/index.php/revistarepublicana/article/view/519
https://www.redalyc.org/journal/279/27957769008/html/
https://www.redalyc.org/journal/279/27957769008/html/
https://libroselectronicos.ilae.edu.co/index.php/ilae/catalog/book/165
https://produccioncientificaluz.org/index.php/utopia/article/view/32668
https://produccioncientificaluz.org/index.php/utopia/article/view/32668
https://libroselectronicos.ilae.edu.co/index.php/ilae/catalog/book/123
https://repository.ucatolica.edu.co/entities/publication/b67c3b11-727c-4245-94db-69d22898e252
https://repository.ucatolica.edu.co/entities/publication/b67c3b11-727c-4245-94db-69d22898e252
https://novumjus.ucatolica.edu.co/article/view/715
https://novumjus.ucatolica.edu.co/article/view/715
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II. Perfiles institucionales, programas,
origen social y calidad 

En este acápite serán examinadas las cuatro variables anunciadas, 
vinculadas a la formación profesional de los abogados, con el propó-
sito de examinar su impacto sobre la práctica del derecho. Ellas serían 
los hilos conductores que conectan los dos aspectos o componentes 
mencionados de la profesión jurídica (educación, prácticas), que con-
tribuyen a definir a los operadores jurídicos.

A. Perfiles institucionales 

En Colombia se encuentra una oferta cuantiosa de programas de de-
recho17. Comparativamente con otros países latinoamericanos, por 
ejemplo Argentina, las facultades de derecho colombianas no tienen 
grandes cantidades de estudiantes en cada programa, más bien son 
relativamente pequeñas. Lo que hay son muchas facultades de dere-
cho y por ende multitud de programas, además con una amplia cober-
tura en el territorio nacional. Sobre el último aspecto, Colombia es un 
país con una distribución amplia de la población en una gran cantidad 
de ciudades intermedias y pequeñas, a diferencia de varios países la-
tinoamericanos con una enorme concentración de la población en la 
capital. Los programas de derecho tampoco están concentrados, aun-
que desde luego Bogotá y las ciudades principales ofrecen varios.

Esa gran cantidad de programas de derecho tiene corresponden-
cia con las muy diversas características institucionales de los centros 
universitarios que los albergan18. Así, en primer término, existen uni-

17 La lista de programas puede ser consultada en el Sistema Nacional de Información de 
la Educación Superior –snies– en [www.mineducacion.gov.co]. En 1977 existían alre-
dedor de 40 programas de derecho en el país, en la actualidad alrededor de esa cifra se 
encuentra la oferta de programas solo en Bogotá. En el país hay cerca de 190 progra-
mas de derecho. El crecimiento de programas fue incontenible a partir de la Ley 30 de 
28 de diciembre de 1992, “Por la cual se organiza el servicio público de la Educación 
Superior”, Diario Oficial n.° 40.700, de 29 de diciembre de 1992, disponible en [https://
www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes/1586969].

18 Aunque en este texto se suele aludir a universidades, la ley colombiana clasifica a las 
instituciones de educación superior en universidades, instituciones universitarias, ins-
tituciones tecnológicas e instituciones técnicas. Solo las dos primeras pueden ofrecer 
programas de derecho. Las diferencias entre universidades e instituciones universita-

http://www.mineducacion.gov.co
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes/1586969
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes/1586969
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versidades públicas y privadas. En Colombia, la educación privada es 
mayoritaria, de hecho, es uno de los países con mayor oferta de edu-
cación privada en el mundo19. En los últimos años, tal como puede 
ser consultado en el Sistema de Información de la Educación Superior 
–snies–, el crecimiento de la oferta privada ha sido mayor, ganando de 
este modo una superior participación porcentual.

Las universidades públicas, pese a sus similitudes en cuanto a ré-
gimen jurídico y otros aspectos, exponen grandes diferencias entre 
ellas. Esto responde a cuestiones como las variaciones en el monto de 
la asignación de los recursos estatales de financiamiento; en la impor-
tancia sociopolítica y cultural de las ciudades en las que están asen-
tadas; relacionado con los elementos anteriores, en el capital cultural 
que han acumulado. De allí, que se destaquen cuatro universidades 
públicas de las cuales una no tiene carrera de derecho y solo dos de 
ellas tienen una posición sobresaliente en el ámbito de la educación 
jurídica. Además, concurre una universidad pública “militar”, en la 
que el Ministerio de Defensa y las Fuerzas Armadas tienen tanto el 
control de la dirección, como una presencia importante en el escena-
rio académico por medio de militares retirados.

En varias de las escuelas de derecho de las universidades públi-
cas hay una presencia de corrientes ideológicas de izquierda y una 
identificación con posturas “críticas” de la teoría del derecho. Esto 
influye, pero está lejos de determinar las posturas y orientaciones de 
los abogados egresados de dichas universidades. Por regla general, 
que puede tener algunas excepciones, los juristas más influyentes en 
los distintos campos del derecho están vinculados a universidades 
privadas y que, de alguna manera, ellos son modelos que inspiran a 
sus discípulos. Las universidades con los programas de derecho más 
sobresalientes disponen de fuertes discursos institucionales, acerca 
de su misión, filosofía u orientación, que les proveen de una identidad 
asimilada o interiorizada con bastante intensidad. Las instituciones 

rias no son sustanciales en términos académicos, salvo que por regla general las segun-
das no pueden ofrecer programas de maestría o doctorado.

19 Ya en 1995 Colombia era el primer país de América en oferta privada de educación 
superior y el sexto en el mundo, al respecto: Banco Mundial. La enseñanza superior: 
Las lecciones derivadas de la experiencia, Washington, Banco Mundial, 1995, disponible 
en [https://documents1.worldbank.org/curated/en/274211468321262162/
pdf/133500PAPER0Sp1rior0Box2150A1995001.pdf], p. 39.

https://documents1.worldbank.org/curated/en/274211468321262162/pdf/133500PAPER0Sp1rior0Box2150A1995001.pdf
https://documents1.worldbank.org/curated/en/274211468321262162/pdf/133500PAPER0Sp1rior0Box2150A1995001.pdf
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con una mayor inclinación a mercantilizar la educación superior care-
cen de esos discursos y sus egresados marchan a la deriva. Esto señala 
diferencias en cuanto a la sensibilidad ante posiciones políticas sobre 
el derecho y sus instituciones. De otra parte, históricamente algunas 
facultades de derecho, desde luego casi siempre asociadas a las élites 
políticas y sociales, han dispuesto de una participación elevada en el 
alto gobierno, reiterada administración tras administración, lo cual 
afecta el perfil, el estilo y las áreas en las que sus egresados ejercen el 
derecho. De facto, muchas veces las facultades de leyes han constitui-
do núcleos de poder muy relevantes en el país. Ello ilustra la vocación 
de poder de esas universidades. Después instituciones nuevas procu-
ran crear programas de derecho esperando replicar esos modelos de 
poder, aunque esto no basta para alcanzar ese éxito.

Los concursos para el ingreso de profesores en las universida-
des públicas no tienen una organización nacional, ni suelen ser di-
vulgados a ese nivel. Responden a variables regionales, con grandes 
márgenes de discrecionalidad para hacer la selección, por lo que a 
diferencia de lo que ocurre en las universidades públicas europeas, 
el sistema que se aplica está muy lejos de garantizar una distribución 
equitativa entre las distintas regiones del país de los recursos huma-
nos más calificados. Al tiempo, entre los profesores de la universidad 
pública comparece una inercia acentuada, en especial en las regiones, 
ya que la seguridad del empleo, la ausencia de retos y la rutina, gene-
ran una pasividad considerable traducida en resultados bajos en in-
vestigación y, en general, en pocos esfuerzos de emulación. Esto tiene 
un impacto negativo en la formación.

Las universidades privadas se dividen entre aquellas orientadas 
por la Iglesia Católica, la mayoría de las cuales son dirigidas por co-
munidades religiosas, y por otra parte aquellas civiles, o si se quiere, 
laicas. Con todo, a diferencia de lo que sucede en las instituciones re-
ligiosas con presencia en la educación escolar básica, en la que los 
seglares tienen una intervención muy activa en los procesos educa-
tivos, en el campo universitario, incluido el del derecho, los aspectos 
académicos son casi absolutamente gestionados por laicos, mientras 
que los seglares se ocupan de la administración y de una especie de 
gobierno paralelo. En el plano ideológico, por lo explicado, no pue-
de afirmarse que exista en ese tipo de universidades una orientación 
conservadora, al contrario, muchas veces alojan posiciones liberales 



La formación legal y su impacto en las prácticas jurídicas 85

N u e v o s  Pa r a d i g m a s  d e  l a s  C i e n c i a s  S o c i a l e s  L at i n o a m e r i c a n a s 
issn 2346-0377 (en línea) vol. XIV, n.º 28, julio-diciembre 2023, Germán Silva G.

o de izquierda. Entre las universidades privadas civiles o laicas que 
ofrecen programas de derecho, las cuales conforman el grueso de la 
oferta educativa, sobresale una enorme diversidad ideológica, deri-
vada de la variedad en sus perfiles institucionales. Hay universidades 
que encarnan el pensamiento histórico liberal, otras que procuran re-
presentar el ideario político conservador, mientras que unas tienen 
una importante presencia de la masonería, algunas más son contro-
ladas o tienen influencia del Opus Dei, varias han sido muy activas en 
el proselitismo electoral partidista, otras se identifican con políticas 
neoliberales, muchas son simplemente empresas comerciales e, in-
cluso, las hay que han tenido una influencia en su dirección de gran-
des bandas de narcotraficantes.

En definitiva, desde un punto de vista institucional, y paralelo a 
ello, ideológico, el panorama de las universidades colombianas es no-
tablemente variopinto20. A ello se suman algunas diferencias sobre las 
ramas del derecho o las ocupaciones de la profesión jurídica en las 
que, de manera preferente, son formados los abogados. En efecto, aun-
que predominan las facultades que apuntan a una preparación gene-
ralista, se encuentran algunas escuelas de derecho que apuestan a la 
formación de abogados en determinadas ramas o énfasis, por ejemplo, 
derecho económico, mientras que varias les otorgan una importancia 
muy limitada a ciertas ramas, por ejemplo, al penal. De modo simultá-
neo, se hallan facultades de derecho que procuran preparar funciona-
rios judiciales o litigantes, mientras que otras empujan a la formación 
de consultores del alto gobierno o abogados de empresa, etc.

Todo lo descrito incide en algún grado sobre el perfil cultural de 
los abogados21. Es decir, la identidad de la escuela de derecho de egre-
so, las influencias ideológicas que calan en los procesos formativos 
propios de la educación jurídica, las inclinaciones por rama o por ocu-
pación, impactan de un modo elevado sobre el perfil cultural de los 
operadores jurídicos. Esto se traduce en abogados que tienen formas 
diferentes de pensar el derecho, con compresiones diversas sobre los 

20 Silva García. La profesión jurídica, cit., pp. 38 y 39.
21 Hay una cultura jurídica externa en la que participa el común de las personas o los legos 

y una cultura jurídica interna que es propia de los abogados o miembros de la profesión 
jurídica. Lawrence Friedman. The legal system. A social science perspective, Nueva York, 
Russell Sage Foundation, 1975, p. 223.
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problemas de la disciplina, guiados por criterios jurídicos variados, 
que contemplan metas u objetivos disimiles para la aplicación del de-
recho, etc.

Las diferencias en los perfiles culturales de los abogados colom-
bianos que hacen parte de la cultura jurídica interna, contribuyen a 
generar una intensa fragmentación en la profesión jurídica colom-
biana. Tal fragmentación indica que los abogados no constituyen un 
cuerpo homogéneo. En realidad, tienen valores diferentes, ideologías 
distintas y formas variadas de entender el derecho, que al ser todos 
elementos que sirven para orientar el tipo de prácticas jurídicas que 
van a ser desplegadas tienen una repercusión directa sobre las ma-
neras como es interpretado y aplicado el derecho. En pocas palabras, 
tanto la diversidad cultural, como la fragmentación profesional que 
ella contribuye a forjar, tienen implicaciones sobre los modos de ope-
rar el derecho.

Ese estado de diversidad en cuanto a escuelas de derecho que 
comparecen en el escenario nacional es posible, primero, en ra-
zón a la existencia del derecho fundamental a la educación (art. 67, 
Constitución Política), segundo, a la libertad de educación que supo-
ne la prerrogativa de crear centros educativos y el derecho a escoger 
entre las instituciones de educación (art. 68, Constitución Política) 
y, en tercer lugar, en virtud de la autonomía universitaria (art. 69, 
Constitución Política).

De allí que, a pesar de los lamentos reiterativos sobre la existen-
cia de un número excesivo de instituciones educativas y programas de 
derecho, que acompaña la queja consuetudinaria sobre la presencia de 
demasiados abogados, a lo que se agrega la comentada necesidad de 
contar con mayores ingenieros, médicos y científicos, el Estado no pue-
da negar la apertura o la oferta de programas de derecho que cumplan 
con los requisitos22. Optar por una carrera con independencia de que 

22 Los lamentos al respecto son bastante antiguos, y a lo largo de la historia han sido re-
petitivos. Se encuentran antecedentes en los que, además, se alude a una supuesta pro-
letarización de la profesión de abogado debida a la sobreoferta de profesionales, por 
ejemplo: Piero Calamandrei. “Demasiados abogados”, Revista Jurídica, n.° 200, 1927, 
pp. 170 y ss. Por su parte, Hinestrosa en 2000 imputaba a la creación de programas un 
descenso de la calidad que conduce a un envilecimiento de la profesión, cfr. Fernando 
Hinestrosa. “La profesión jurídica”, Revista de Derecho Privado, n.º 30, 2016, pp. 5 a 
13, disponible en [https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derpri/article/

https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derpri/article/view/4545
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posea una alta tasa de profesionales inscritos, es un asunto de libertad 
ciudadana. Tener la posibilidad de escoger entre diferentes programas 
con distintas orientaciones, es también un acto de libertad ciudadana. 
Controlar la calidad es un deber estatal, que no puede ser endosado a 
los ciudadanos. Tampoco son válidos los análisis simplistas, que equi-
paran medianos o bajos costos de matrícula a mediana o baja calidad 
educativa, pues por esa vía se tendrían que cerrar todos los programas 
que no pertenecieran a las universidades privadas de élite.

En el escenario anterior, se comparte el análisis de Bergoglio, 
quien identifica en la expansión de la educación jurídica en América 
Latina un aumento de los problemas de calidad y un incremento en el 
número de abogados que excede el crecimiento de la población, pero 
también un ensanchamiento que implicó una mayor distribución te-
rritorial, la posibilidad de acceso a grupos sociales que estaban ex-
cluidos y, en especial, una creciente participación de la mujer en la 
educación jurídica23. A ese último respecto, como signo de un mayor 
equilibrio, la participación femenina en la educación jurídica se ha 
vuelto muy elevada, lo que era una condición necesaria para avanzar 
en el recorte de desigualdades en el ámbito profesional, en remunera-
ción y posiciones de poder24.

Todo intento de limitar la cantidad de instituciones de educa-
ción superior chocaría con la Constitución (art. 68), mientras que la 
posibilidad de restringir a las universidades en su facultad de crear 
y desarrollar programas de derecho sería igualmente contraria a la 
Constitución (art. 69) en sede de la autonomía universitaria, derivan-
do en una negación del derecho fundamental y constitucional a la edu-

view/4545]. También en Brasil, hace más de 20 años se exploraban las opciones para 
detener la creación de nuevos programas, Eliane Botelho Junqueira. Faculdades de 
direito ou fábricas de ilusões?, Río de Janeiro, ides y Letra Capital, 1999, pp. 95 y ss.; 
De manera contemporánea el reclamo comentado se llega a hablar de postración de la 
profesión, emerge en Mauricio García Villegas y María Adelaida Ceballos Bedoya. 
La profesión jurídica en Colombia: falta de reglas y exceso de mercado, Bogotá, Dejusticia, 
2019, pp. 48 y ss.

23 María Inés Bergoglio. “Cambios en la profesión jurídica en América Latina”, en 
Academia. Revista sobre Enseñanza del Derecho, vol. 5, n.º 10, 2007, pp. 9 a 34, disponible 
en [http://www.derecho.uba.ar/publicaciones/rev_academia/revistas/10/cambios-
en-la-profesion-juridica-en-america-latina.pdf].

24 María Eugenia Correa Olarte. La feminización de la educación superior, Bogotá, unes-
co, 2005, disponible en [https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000139923], pp. 
133 y ss.

https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derpri/article/view/4545
http://www.derecho.uba.ar/publicaciones/rev_academia/revistas/10/cambios-en-la-profesion-juridica-en-america-latina.pdf
http://www.derecho.uba.ar/publicaciones/rev_academia/revistas/10/cambios-en-la-profesion-juridica-en-america-latina.pdf
https://unesdoc.unesco.org/ark
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cación (art. 67). Por esto, puede afirmarse que la diversidad represen-
tada en la existencia de múltiples y variados programas de derecho 
es asegurada en virtud de la autonomía universitaria. La asignatura 
pendiente es la calidad, sin ella una democratización de la educación 
no será real, pero las dificultades de calidad no son un efecto necesa-
rio del crecimiento de la oferta, de hecho, muchos programas viejos 
eran y siguen siendo de pésima calidad.

También, muchos piensan que semejante diversidad es negativa, 
tiene predilección por lo homogéneo. No obstante, la diversidad con-
duce al pluralismo y este, además de condensar la libertad en mate-
ria de educación, es una oportunidad para el enriquecimiento de los 
procesos formativos de los abogados. Por ende, de las prácticas que 
envuelven la interpretación y aplicación del derecho, a partir de las 
diferencias sobre concepciones en torno a la educación jurídica, el rol 
de los operadores jurídicos en la sociedad, etc.

B. Los programas académicos

La libertad en el entramado de la educación, junto a la misma auto-
nomía universitaria, sí demandarían que los programas tuvieran una 
justificación en la que sobresaliera la identificación de cuáles son los 
rasgos característicos, valga decir, la impronta o el valor agregado o 
plus de cada uno de los programas académicos que es ofrecido en el 
campo del derecho. Por ello, como un requisito lógico de calidad, las 
normas que reglamentan la educación superior, entre los 15 requi-
sitos que consagran para la obtención o renovación del registro ca-
lificado, exigen que un programa suministre en su proyecto una ex-
plicación de los atributos que representan los rasgos distintivos del 
programa. Esto supone como condición indispensable, precisamente 
para saber qué hay de distintivo en el programa propio que se ofre-
ce, pero también para estar al corriente de cuáles son las demandas 
formativas que provienen del campo profesional, conocer y presentar 
con el proyecto un análisis sobre el estado de la educación en el área 
del programa, y de profesión en los ámbitos nacional e internacional.

Las pautas precedentes, que tienen un vínculo directo con la ca-
lidad de los programas académicos, tienen pleno sentido. Lo anterior, 
por cuanto si la justificación de la libertad educativa y del pluralismo 
en materia de oferta de programas de educación jurídica es la conve-
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niencia de la diversidad y, a su vez, la diversidad se fundamenta en 
la diferencia, será imprescindible conocer cuáles son las tendencias 
y estado de la educación jurídica, para que la elección de los rasgos 
del programa de derecho propio sea informada y consciente, además 
de poder proponer de modo efectivo una alternativa que exprese un 
valor diferencial. Sin diversidad no hay libertad, pues si no existen op-
ciones diferentes, el ejercicio de la libertad para escoger dónde estu-
diar sería puramente nominal o insustancial. Así mismo, la diversidad 
es una condición material sin cuya existencia no podría hablarse de 
pluralismo, ya que el pluralismo no es otra cosa que el reconocimien-
to y apropiación de la diversidad. Mientras que un programa acadé-
mico no podría afrontar los retos de conocimientos e innovaciones 
que genera el ejercicio profesional, de no requerirse la consulta del 
estado de la profesión jurídica a fin de estructurar un programa de 
formación jurídica.

Sin embargo, con relación a las materias inmediatamente trata-
das, el panorama es bastante oscuro; con muy pocas excepciones, las 
instituciones que presentan programas académicos en el campo del 
derecho no conocen cuál es el estado y las tendencias de la educación 
jurídica, como tampoco cuál es la situación y orientaciones de la pro-
fesión jurídica25. En consecuencia, sus opciones de definir, se repiten 
de manera informada y consciente, unas características distintivas 
para los programas, son bastante reducidas. Cuando se trata de iden-
tificar los rasgos singulares del programa que pretende ofrecerse, de 
modo consecuente, los resultados son igualmente negativos26. Otro 
tanto, puede decirse de sus opciones de atender las demandas o ne-
cesidades, aunque también alternativas políticas en la educación jurí-
dica que busquen introducir cambios, en el plano de la profesión jurí-

25 La afirmación anterior es resultado directo de la observación. Entre 2004 y 2009, en mi 
condición de consejero o miembro del Consejo Nacional Interinstitucional de Calidad 
de la Educación Superior –conaces–, tuve la oportunidad de examinar la justificación 
de la casi totalidad de programas académicos en derecho que hasta entonces existían, 
a propósito de las solicitudes de otorgamiento de registro calificado, respecto de las 
cuales conaces otorgaba concepto al Ministerio de Educación Nacional.

26 Lo más común es que se invoquen unas características que corresponde a clichés, fórmu-
las manidas que no son para nada distintivas, pero que además no tienen una equivalen-
cia o concordancia clara con los contenidos o la estructura curricular del programa.
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dica27. En el último aspecto se señala, para América Latina, un desfase 
entre los cambios sociales acaecidos y las escasa flexibilidad, adapta-
ción y transformación de los programas académicos, todavía anclados 
en buena parte, y pese a los avances históricos, en viejas usanzas28.

Se identifican, además, varios rasgos en los programas de dere-
cho que precipitan algunas tendencias en la práctica del derecho.

Aún son escasos los programas que utilizan sistemas de ense-
ñanza y evaluación distintos a la reproducción de información basada 
en la memoria. Esta es una constante histórica de los programas de 
derecho, que todavía perdura, reportada en los primeros estudios im-
portantes de sociología de la profesión de abogado en Colombia29. En 
consecuencia, el uso del método de casos es todavía raro. Muchas ve-
ces, lo que es más grave, la enseñanza está encaminada a memorizar 
los artículos de los códigos. Por ello, es excepcional un programa aca-
démico que admita que los estudiantes puedan consultar los códigos 
o libros de doctrina durante un examen.

La educación es de tipo enciclopédico. Los estudiantes son atibo-
rrados de información, lo que supone un enorme desfase con la era 
actual, caracterizada por el fácil acceso a una información ilimitada. 
En cambio, la reflexión, la construcción de ideas, en fin, el razonamien-
to, escasean. La información enciclopédica termina siendo demasiado 
teórica, lo que riñe con una preparación en competencias profesiona-
les, destinadas al ejercicio profesional. Por esto, estudiantes, profe-
sores y académicos coinciden, de manera más o menos unánime, en 
que comparece un abismo gigantesco entre la teoría y la realidad del 
derecho que verdaderamente se práctica.

27 Para el escenario de la educación jurídica, los acápites relativos a la justificación de los 
programas suelen limitarse a presentar listados, desde luego muy incompletos, de pro-
gramas académicos análogos sin ningún análisis cualitativo acerca de las orientaciones 
o las tendencias de la formación jurídica. Para el caso de la profesión jurídica, lo más 
frecuente es la presentación de datos sobre el número de cargos existentes en entidades 
públicas en la ciudad o región en la que se ofrece el programa, con una carencia absoluta 
de análisis y diagnósticos cualitativos.

28 Al respecto son muy interesantes las observaciones y análisis de Rogelio Pérez 
Perdomo. Los abogados de América Latina: una introducción histórica, Bogotá, 
Externado, 2004, pp. 190 y ss. 

29 Dennis O. Lynch. Legal roles in Colombia, Upsala, Scandinavian Institute of African 
Studies and International Center for Law in Development, 1981, p. 52.
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La intangibilidad de los planes de estudios es frecuente. Existen 
programas que en más de 50 años no han cambiado nada, salvo las 
materias electivas. Fuera de lo cual, sin saberse muy bien por qué, 
salvo las sospechas de plagio, muchos de los programas son casi idén-
ticos entre sí.

Aunque por regla general los programas de derecho incluyen 
cursos de sociología jurídica, esto no es para nada suficiente. En con-
cordancia con lo antes señalado, las asignaturas de dogmática jurí-
dica se distancian del examen o la mera consideración de la realidad 
social. Una instrucción fuera de contexto da lugar a una práctica del 
derecho también social y políticamente desubicada. Los estudios so-
ciojurídicos han demostrado que, en la práctica del derecho, con ele-
vada frecuencia se aplica un segundo código, integrado con normas 
informales, con mandatos de conducta y sanciones en caso de incum-
plimiento, el cual difiere del primer código, de origen estatal, integra-
do por las normas formalmente adoptadas30. En la misma línea, en 
Colombia la investigación ha acreditado que existen microórdenes so-
ciales, resultantes de la interacción social, de los que emergen reglas 
que son obligatorias, las cuales distan de las del derecho del Estado 
que está representado en el macro/orden social31. Sin embargo, en las 
facultades de derecho solo se enseña el primer código, no el segundo, 
como tampoco los preceptos derivados de los micro/órdenes referi-
dos, que muchas veces son los realmente vigentes.

La investigación docente es baja. Muchos profesores limitan su 
actividad en la enseñanza del derecho a repetir las normas consigna-
das en las leyes y las ideas que otros han producido. Los trabajos de 
Milla citados en este texto32, permiten advertir que son más que po-
cos los programas académicos de derecho que cuentan con grupos de 

30 Peter McNaughton-Smith. “The Second Code. Toward (or away from) an empirical 
theory of crime and delinquency”, Journal of Research in Crime and Delinquency, n.º 5, 
1968, pp. 189 a 197.

31 Germán Silva García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. ii: Las prácticas 
jurídicas, Bogotá, Externado e ilsa, 2001, pp. 185 y ss.

32 Antonio Milla. “Ranking y estado de la investigación en las facultades de derecho 
en Colombia”, Revista Republicana, n.º 25, 2018, pp. 87 a 116, disponible en [http://
ojs.urepublicana.edu.co/index.php/revistarepublicana/article/view/486]; Antonio 
Milla. “Clasificación 2018 y diagnóstico de la investigación en los programas de 
Derecho en Colombia”, Novum Jus, vol. 15, n.º especial, 2021, pp. 323 a 352, disponible 
en [https://novumjus.ucatolica.edu.co/article/view/4399].

http://ojs.urepublicana.edu.co/index.php/revistarepublicana/article/view/486
http://ojs.urepublicana.edu.co/index.php/revistarepublicana/article/view/486
https://novumjus.ucatolica.edu.co/article/view/4399
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investigación en las cuatro áreas principales del campo jurídico, y que 
la inmensa mayoría de las facultades disponen de grupos de investi-
gación con categorías muy bajas. Así mismo, el sistema de evaluación 
de la investigación impuesto por el Ministerio de Ciencia, Tecnología e 
Innovación –minciencias–, en el ámbito de las ciencias sociales, fuer-
za la producción de trabajos cortos, de envergadura limitada, con un 
desprecio discriminatorio de la investigación vertida en libros, lo cual 
tiene efectos negativos respecto de la naturaleza, complejidad y al-
cance de la investigación33.

De manera adicional, ha hecho carrera la idea de que existen uni-
versidades de investigación y universidades de docencia. Discurso 
que aspira a justificar las deficiencias de calidad por motivo de la in-
vestigación. Esta clasificación no tiene soporte legal, pese a lo cual es 
presentada como si lo tuviera. Pero, además, semejante afirmación 
plantea un falso dilema; desconoce que no puede haber una docencia 
de calidad que no esté respaldada en investigación, pues de lo contra-
rio se desactualizarían sus contenidos. En el evento de la educación 
jurídica, que no sería muy distinto al de otras disciplinas, el operador 
del derecho debe ser entrenado en competencias investigativas, pues-
to que la solución de un problema jurídico, supone de modo indispen-
sable investigar entre las fuentes del derecho a fin de identificar cuál 
es el derecho válido que debe ser aplicado, como también investigar 
sobre los hechos del caso que determinan cuáles normas deben ser 
aplicadas. A su vez, un profesor no podría enseñar a investigar si el 
mismo no la ha hecho. De igual manera, el objeto de todas las univer-
sidades es la formación y titulación de profesionales, no la investiga-
ción, objeto para el cual es un absoluto indispensable la docencia. Por 
ello, es inconcebible una universidad con docencia y sin investigación 
y viceversa.

En suma, los datos anteriores relativos al componente de la in-
vestigación tienen efectos negativos sobre la educación jurídica, por 
ende, en los términos analizados sobre la práctica del derecho.

33 Germán Silva García y Bernardo Pérez Salazar. “El papel de la investigación en 
la educación jurídica: un problema de poder y colonialidad”, Revista de Pedagogía 
Universitaria y Didáctica del Derecho, vol. 8, n.º 2, 2021, pp. 61 a 80, disponible en 
[https://pedagogiaderecho.uchile.cl/index.php/RPUD/article/view/61453].

https://pedagogiaderecho.uchile.cl/index.php/RPUD/article/view/61453
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Las clases son un ejercicio de dictado. Predomina la cátedra ma-
gistral como estrategia pedagógica. Desde luego, no siempre es repro-
chable usarla, ella puede ser del todo legítima según las condiciones, 
pero el problema es que muchas ocasiones es la única estrategia. Los 
profesores pocas veces colocan lecturas, y cuando lo hacen, es fre-
cuente que los estudiantes no hayan leído. La investigación de los 
alumnos no es utilizada como una herramienta pedagógica. El tema-
rio dictado se vuelve algo sagrado, pues dictado, enseñanza magistral, 
sobrecarga de información, ausencia de lecturas complementarias, 
carencia de investigación, mecánica memorística, son todos ingre-
dientes de un coctel de dogmatismo, autoritarismo, incapacidad para 
problematizar, ausencia de pensamiento crítico, falta de innovación, 
apartamiento de la realidad social, no práctica de la hermenéutica y 
renuncia a la argumentación.

La traducción en el ejercicio profesional de un abogado forjado 
bajo esas condiciones, es una práctica del derecho formalista, favora-
ble al procedimentalismo, alejada del sentido teleológico del derecho, 
esto es, de los fines que persiguen las normas, los cuales son parti-
cularmente importantes bajo un Estado intervencionista, como es el 
Estado social de derecho.

C. Composición social de los programas 

Paralelo a la diversidad en los programas de derecho, concurren tam-
bién grandes diferencias en los costos de matrícula, una variable con 
gran peso sobre la composición social de los programas de derecho. La 
desigualdad y la exclusión social marginan a los más vulnerables del 
acceso a la educación superior e imponen a otros, los menos, una ofer-
ta limitada en todos los sentidos, enfrentada con una débil política pú-
blica estatal dada su poca capacidad para contrarrestar la situación34.

Aunque con gran distancia, los programas de derecho poseen una 
población dominante de estudiantes de clase media baja, que en todo 
caso es un estrato muy amplio con discrepancias de matiz bastante 
significativas, es claro que existen grandes diferencias sobre el origen 

34 Marcos Alexander Cárdenas García. “La política pública de acceso a la educación 
superior para los estratos socioeconómicos bajos”, Novum Jus, vol. 7, n.º 2, 2013, pp. 11 
a 53, disponible en [https://novumjus.ucatolica.edu.co/article/view/655].

https://novumjus.ucatolica.edu.co/article/view/655
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social de los estudiantes de las facultades de derecho colombianas, 
según el tipo de institución en la que estudian y, desde luego, donde 
les resulta posible pagar la matrícula35. Las élites sociales tienen una 
presencia dominante en el mercado profesional, en ciertas ocupa-
ciones, aún con independencia de su universidad de origen, pues les 
basta el capital económico y social, aunque no les sobre el cultural. Es 
decir, su posición prominente se desprende de que son las élites.

De tal manera, a las distinciones sobre el capital cultural, deter-
minado por los títulos académicos poseídos y la universidad de ori-
gen en el pregrado, se agregan las variaciones sobre el capital social 
disponible, dado por los contactos y relaciones a las que se tiene ac-
ceso36. La misma universidad de origen, en especial en el pregrado y 
en menor medida en el posgrado, puesto que son contextos en los que 
se entretejen también relaciones sociales con compañeros y profeso-
res, será una fuente relevante para complementar la acumulación de 
capital social37. La clase de universidad de origen puede acentuar los 
efectos de la disposición o ausencia de capital social. Las disimilitudes 
sobre disposición de capital social también repercuten sobre la mane-
ra como se puede ejercer el derecho.

Los capitales social y cultural disponibles son invertidos en las lu-
chas de poder, las cuales también tienen que ver con el ejercicio de la 
profesión. Por ejemplo, ante la administración pública, incluso frente 

35 Aquí hay grandes diferencias con los países latinoamericanos donde predomina con 
ventaja la universidad pública y respecto de la mayoría de los países europeos en lo que 
ocurre lo mismo, que presentan una situación de raíz o principio más igualitaria, puesto 
que los estudiantes de un estrato social o de otro son compañeros, y el prestigio de la 
universidad pública los cobija a todos. 

36 Los conceptos de capital social y cultural, que se agregan al económico, se deben a 
Pierre Bourdieu. Poder, derecho y clases sociales, Bilbao, Desclée, 2000, pp. 131 y ss.

37 El capital social se configura desde el entorno familiar, pero se incrementa de modo 
cualificado con los contactos y relaciones que se anudan en la universidad. Todos los 
estudiantes de derecho aumentan su capital social, aunque de forma desigual y en cam-
pos dispares. Por ejemplo, un estudiante de clase media baja que estudia en horario 
nocturno, posiblemente en una institución de escaso prestigio, puede construir una red 
de contactos con sus compañeros que son a la vez empleados judiciales subalternos o 
hacen parte del personal asistencial, lo que le será muy útil para luego ejercer el de-
recho como litigante. Un estudiante de clase media alta, que estudia en horario diur-
no, probablemente en una universidad de mucho prestigio, puede tener contactos con 
compañeros provenientes de las élites políticas y socioeconómicas del país, que en un 
futuro van a ocupar posiciones elevadas en la burocracia y que van a ser una fuente para 
la consecución de cargos importantes o negocios cuantiosos.
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a la administración de justicia, el litigio entre abogados que disponen 
en distintas proporciones de estos dos tipos de capital puede ser muy 
desigual en sus resultados.

Las oportunidades en el ejercicio del derecho, las áreas u ocupa-
ciones donde el mismo puede darse, incluso las clases de práctica que 
se hacen con el derecho, estarán en buena parte determinadas por la 
universidad de origen, es decir, por el capital cultural38. Por ejemplo, 
el ejercicio del derecho en el campo penal ofrecía la ventaja de poder 
hacerse sin capital social puesto que, precisamente, la mayor parte de 
la clientela de la justicia penal es criminalizada en razón a su carencia 
de capital social. En cambio, en derecho comercial o administrativo el 
capital social es mucho más relevante y eficaz, por ejemplo, para cap-
tar clientes o para acceder a redes con influencia sobre las decisiones 
jurídicas.

Se supone, de acuerdo con la teoría social clásica, que el origen 
social tiene una incidencia considerable en las posturas ideológicas 
de los sujetos sociales39, por tanto, también de los operadores jurí-
dicos40. No obstante, una investigación empírica en Colombia no en-
contró que esto tuviera un influjo muy marcado41, al menos no entre 
los matices sociales presentes entre los operadores, tal vez porque la 
profesión está formada, principalmente, por una amplia base de cla-
se media/media y media/baja que no alcanza a acarrear diferencias 
ideológicas sensibles entre ellos. Probablemente, la situación sería 
distinta respecto de los justiciables de clase alta o, en especial, baja.

Las tasas de matrícula, aunque sujetas a un control referido a 
sus reajustes, son resueltas de manera soberana por las institucio-
nes de educación superior en virtud de la autonomía universitaria. 
Es un asunto propio de su fuero. Empero, conduce a la aparición de 

38 Esto no solo aplica a Colombia, fue detectado de modo temprano en países como Estados 
Unidos. Al respect, un estudio clásico en Jerome E. Carlin. Lawyers on their own. A study 
of individual practitioners, New Brunswick, Rutgers University, 1962, pp. 17 y ss.

39 Una idea originaria de Karl Marx, al tratar sobre el papel de las condiciones sociales de 
existencia en la configuración de la consciencia, que ha influido sobre la sociología jurí-
dica. Karl Marx. “Prólogo”, en Contribución a la crítica de la economía política, México, 
D. F., Siglo xxi Editores, 2009, pp. 4 y 5.

40 Roberto Bergalli. Crítica a la criminología: hacia una teoría crítica del control social en 
América Latina, Bogotá, Temis, 1982, pp. 246 y ss. 

41 Germán Silva García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. iv: Las ideologías 
profesionales, Bogotá, Externado e ilsa, 2001, pp. 58 y ss.
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universidades privadas de élite, para las que será más factible realizar 
inversiones en calidad de la educación, mientras que universidades 
con costos de matrícula más bajos tendrán opciones limitadas de in-
yectar recursos en mejora de la calidad. Ciertamente, lo anterior no 
es absoluto, se han publicado trabajos que demuestran que varias de 
las universidades con los mejores resultados en investigación jurídica 
tienen tasas de matrícula media42. Y también se advierte en esas mis-
mas pesquisas que instituciones con matrículas bajas y poca inver-
sión tienen resultados pésimos en investigación jurídica. Por lo mis-
mo, hay instituciones de educación privadas, con un reconocimiento 
social irrisorio, en las que las posibilidades de desarrollo profesional 
pueden ser frustrantes. Esto nos ubica de cara al tema siguiente, esto 
es, el de la calidad de la educación jurídica universitaria.

D. Calidad de la educación

No solo hay variaciones en el perfil cultural o en las posibilidades de 
acceso al capital social derivadas de la institución de educación su-
perior en la que se adelanta la formación jurídica; de igual manera, 
hay grandes disparidades en la calidad de los programas académicos. 
Aunque las deficiencias calamitosas de calidad de los programas aca-
démicos empezaron a remontarse a partir de 200443, cuando en vir-
tud de las exigencias de registro calificado, las universidades que te-
nían grandes carencias de profesores de tiempo completo, titulación 
de profesores, desarrollos en investigación, biblioteca, etc., se vieron 
forzadas a mejorar, en todo caso existen aún graves deficiencias en la 
materia y notables diferencias entre las instituciones. El sistema de 
calidad de la educación, así mismo, ha avanzado en la satisfacción de 
un conjunto de requerimientos a veces solo protocolarios, pero va-
rias cuestiones sustanciales de alta incidencia en la calidad son mu-
cho más difíciles de medir y verificar en los procesos de control de la 
calidad.

42 Milla. “Ranking y estado de la investigación en las facultades de derecho en Colombia”, 
cit. También, íd. “Clasificación 2018 y diagnóstico de la investigación en los programas 
de derecho en Colombia”, cit.

43 Germán Silva García. “Prospectivas sobre la educación jurídica”, en Rogelio Pérez 
Perdomo y Julia Cristina Rodríguez (coords.). La formación jurídica en América 
Latina, Bogotá, Externado, 2006, pp. 29 a 100.
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Las diferencias de calidad tienen también consecuencias direc-
tas sobre la manera como es interpretado y aplicado el derecho. En 
muchos casos, desde luego, cuando la formación de los operadores 
del derecho es deficiente, esas diferencias pueden tener implicacio-
nes lamentables. Uno de los papeles que Emil Durkheim le atribuía 
a la educación consistía, además de la socialización típica en los roles 
sociales profesionales, en que generaba un entendimiento común en 
torno a una integración social y homogenización de prácticas, lo cual 
sería básico para la interacción entre los operadores del derecho44. 
Pero esto se puede volver una Torre de Babel en ausencia de una edu-
cación de calidad.

Las diferencias de calidad coadyuvan, así mismo, a la fragmenta-
ción de la profesión. La fragmentación de la profesión representa la 
división del cuerpo profesional entre multitud de grupos, facciones 
o partidos y facilita el desarrollo de relaciones sociales conflictivas, 
a tono con el carácter de la sociedad. Esta fragmentación favorecerá 
el desarrollo de relaciones conflictivas entre distintos grupos de la 
profesión jurídica, dueños de concepciones teóricas y predilecciones 
ideológicas dispares, que deberán reflejarse también y, sobre todo, en 
la ejecución de prácticas jurídicas diferentes, que supondrán entendi-
mientos variados sobre la manera en que el derecho debe ser inter-
pretado y aplicado.

El factor estudiantes, es también de alta relevancia en la calidad 
de un programa de educación superior. La excelencia estudiantil, en 
buena parte, está determinada por la calidad de los colegios de donde 
provienen, por lo que, de nuevo, el origen social vuelve a repercutir.

El Estado mantiene bajo reserva los resultados de las evalua-
ciones de calidad del registro calificado y de la acreditación de alta 
calidad. Esta falta de transparencia, probablemente inconstitucional, 
pues no estaría dentro de los casos que justifican la reserva de infor-
mación, no favorece la participación ciudadana en la veeduría de la 

44 Émile Durkheim. Educación y sociología, Buenos Aires, Schapire, 1974, pp. 10 y ss. Otros 
autores continúan asignándole a la educación jurídica el papel de evitar la fragmenta-
ción y generar cohesión: Michel Reisman. “El diseño del plan de estudios: para que la 
enseñanza del derecho continúe siendo efectiva y relevante en el siglo xxi”, en Martín 
Bohmer (comp.). La enseñanza del derecho y el ejercicio de la abogacía, Barcelona, 
Gedisa, 1999, p. 111.
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calidad de la educación. Esa reserva se extiende a los resultados de 
los exámenes de Estado para los estudiantes de la educación superior, 
incluido derecho, con consecuencias análogas. La acelerada pérdida 
de autonomía de la conaces ante el Ministerio de Educación Nacional, 
conspira también en contra de la calidad de la educación. La presión 
para aprobar los programas de pregrado en derecho en la modalidad 
virtual, muy probablemente, agravarán los problemas de calidad.

La cuestión de la calidad, al igual que los demás elementos o cues-
tiones analizadas en este aparte, tienen una relación directa con la 
autonomía universitaria. Por regla general, la autonomía se relaciona 
con la potestad de autodeterminación o autogobierno de las institu-
ciones de educación superior. No obstante, de modo distinto, en este 
trabajo se va a relacionar intensamente con la calidad de la educación 
impartida en los programas de formación jurídica, pero ello el tema 
será abordado de modo extenso en el siguiente apartado.

III. La autonomía universitaria

El análisis de los problemas expuestos en el acápite anterior, conduce 
a entablar un diálogo acerca de la autonomía universitaria, garantía 
constitucional señalada en el artículo 69 de la Constitución Política de 
Colombia. La autonomía es la primera y más importante variable para 
determinar el campo o escenario de acción de las políticas públicas, 
en particular, porque la autonomía no solo representa el límite más 
importante a las intervenciones estatales, sino que además delinea y 
configura la propia naturaleza de las intervenciones.

En torno al concepto de autonomía universitaria, la letra del ar-
tículo 69 constitucional y la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
poseen una claridad meridiana. Por tanto, dejando de lado las discu-
siones que en ocasiones se traban entre, por un lado, instituciones 
de educación superior que arguyen la autonomía universitaria para 
excusar deficiencias de calidad y, por otro, las entidades del Estado 
a cargo de las facultades de inspección y vigilancia de la educación 
superior, competencia que igualmente posee una jerarquía constitu-
cional, que de manera usual perciben con contrariedad o prevención 
la garantía de la autonomía, la verdad es que esta tiene una naturaleza 
concreta e indubitable. En consecuencia, la autonomía universitaria 
representa para una institución de educación superior el derecho de 
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obrar de modo independiente o la capacidad para autodeterminarse, 
en cuatro campos que son: el administrativo, el financiero, el acadé-
mico y el ideológico, lo que no concuerda con la idea de sometimiento 
a cualquier poder, estatal o privado ajeno al centro educativo.

Sin embargo, el quid del asunto, aquello que resulta altamente 
polémico no es la concepción o las dimensiones de aplicación de la 
autonomía universitaria, sino los mojones donde ella acaba y, por 
tanto, podría comenzar a intervenir el ámbito de la inspección y vi-
gilancia. Esa indefinición o la confusión emergente en esta cuestión 
ha conducido, de modo frecuente, a que se trabe una tirantez entre 
la prerrogativa constitucional de la autonomía universitaria, contem-
plada en beneficio de las instituciones de educación superior, y el de-
ber constitucional de ejecutar la inspección y vigilancia respecto de 
la educación, asignado al Estado. Todo lo cual posee imbricaciones 
notables para precisar el campo de regulación, vale decir, el escenario 
de intervenciones estatales y, de modo consecuente, el objeto de co-
nocimiento y acción de las políticas públicas en educación superior.

Empero, tal como procurará probarse, esa tensión o contraposi-
ción entre autonomía e inspección es apenas aparente puesto que en 
realidad, se complementan de un modo que debe ser del todo con-
gruente.

En torno al tema debatido, el eje fundamental a considerar radica 
en que la autonomía universitaria es un supuesto o medio indispensa-
ble para el desarrollo de una educación provista de calidad. La auto-
nomía universitaria no es demandada apenas por su valor esencial e 
íntimo sino, de modo fundamental, debido a que es la mejor forma de 
avanzar en los procesos de educación superior dentro de condiciones 
de excelencia. Si la autonomía universitaria obrara como factor del 
detrimento y quebranto de la calidad de la educación, con seguridad 
no sería ni podría ser materia de protección constitucional. Pero, de 
modo opuesto y como se ha afirmado, la autonomía es el presupuesto 
más adecuado, aun cuando no el único, para que la educación supe-
rior pueda materializarse en una forma que devenga más transparen-
te, edificante, eficiente, pluralista y progresista, es decir, con mayor 
calidad. La autonomía, entonces, no sería un fin, sino un medio para 
lograr objetivos superiores.

La concepción explicada engrana de manera coincidente con la 
jurisprudencia constitucional. La Corte Constitucional advirtió que el 
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“sentido” de la autonomía universitaria era “asegurar la misión de la 
universidad”45. Siendo que la misión por excelencia de las institucio-
nes de educación superior gravita en materializar el desarrollo de una 
educación con calidad. Será la calidad el propósito esencial y el signi-
ficado de la autonomía universitaria.

La calidad es percibida como un concepto mutidimensional, que 
supone un empeño de las instituciones para cumplir con las finali-
dades de docencia, investigación y extensión46. Con todo, acá la cali-
dad de la educación superior se refiere a una óptima disposición de 
medios para lograr la realización adecuada de los objetivos misiona-
les de la institución de educación superior, los fines de la educación 
superior como servicio público y los propósitos académicos que son 
propios de la profesión, disciplina u ocupación para el cual la educa-
ción es impartida, ponderados de acuerdo con condiciones o factores 
considerados como indicativos de calidad. Esta noción hace extensiva 
la calidad tanto a los medios como a los objetivos, y aparece referida a 
tres niveles distintos de metas (de la institución, del estado y la socie-
dad, y de la academia). Es claro, además, que el concepto de calidad es 
dinámico, dada su naturaleza histórica y cultural47.

Si la autonomía universitaria es un presupuesto para alcanzar 
una educación aperada de calidad, no puede representar la antítesis 
de la inspección y vigilancia de la educación superior, sino que por 
su naturaleza deben ser suplementarios. La calidad es la frontera de 
la autonomía universitaria, pues una institución de educación supe-
rior arriba con sus procesos, medidas y acciones hasta donde consiga 
progresar en calidad, y cuando renuncia a la calidad es el instante en 
el cual la autonomía universitaria se extingue y debe principiar la ins-

45 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-574 de 10 de diciembre de 1993, M. 
P.: Eduardo Cifuentes Muñoz, disponible en [https://www.corteconstitucional.gov.
co/relatoria/1993/t-574-93.htm].

46 Apoyado en la postura del Consejo Nacional de Acreditación –cna–, Lisandro Javier 
Romero Villa, Isabel Cristina González Nieves y Héctor Iván Hurtatis. “La garantía 
constitucional de la autonomía universitaria: legitimidad en políticas públicas educati-
vas en el estado social de derecho en Colombia”, Novum Jus, vol. 13, n.º 1, 2019, pp. 185 
a 201, disponible en [https://novumjus.ucatolica.edu.co/article/view/1619].

47 Wanda Rodríguez Arocho. “El concepto de calidad educativa: una mirada crítica des-
de el enfoque históricocultural”, Actualidades Investigativas en Educación, vol. 10, n.º 
1, 2010, pp. 1 a 28, disponible en [https://revistas.ucr.ac.cr/index.php/aie/article/
view/10088].

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/t-574-93.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/t-574-93.htm
https://novumjus.ucatolica.edu.co/article/view/1619
https://revistas.ucr.ac.cr/index.php/aie/article/view/10088
https://revistas.ucr.ac.cr/index.php/aie/article/view/10088
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pección y vigilancia. Por ello, la atribución de inspección y vigilancia, 
que así mismo posee el objetivo concurrente de garantizar la calidad 
de la educación, se alista a reemplazar a la autonomía en el momento 
en que la calidad ya no es amparada por intermedio de la autonomía. 
A la vez, la calidad de la educación superior alcanzada con la coope-
ración de la autonomía universitaria es el límite a las intervenciones 
del Estado, con fundamento en la inspección y vigilancia, puesto que 
las agencias estatales no pueden inmiscuirse en una institución de 
educación para salvaguardar la calidad cuando ella es realizada por 
la propia institución, con fundamento en el ejercicio de su autonomía. 
Por lo dicho, además, autonomía e inspección y vigilancia son en for-
ma recíproca complementarias.

De la forma descrita, el Estado no puede ordenar que los dineros 
del presupuesto de una institución de educación superior se apliquen 
a una determinada investigación, en razón a motivos políticos de su 
conveniencia, porque la autonomía financiera es una premisa para 
que la educación se desenvuelva con calidad y, en el ejemplo, esto solo 
ocurre si dichos recursos son empleados en solucionar problemas de 
investigación originados en las necesidades del conocimiento. Pero, al 
tiempo, una institución de educación superior no puede aspirar a que 
un programa académico obtenga registro calificado sin que con antela-
ción cuente con un presupuesto, pues la ordenación y planeación pre-
supuestal son imprescindibles para ejecutar un programa con calidad.

El Estado, por la vía de las competencias de inspección y vigilan-
cia no está en posición de definir el perfil de un cargo de revisor fiscal 
e intervenir en la elección, dado que la autonomía administrativa es 
indispensable para realizar una educación con calidad, que fracasaría 
si el revisor fiscal no tuviera las atribuciones necesarias. El Estado no 
debe imponer los planes curriculares de un programa, pues eso per-
judicaría la calidad, pero si puede emprender acciones de inspección 
y vigilancia para asegurar que un programa académico disponga de 
un número suficiente de profesores de tiempo completo, lo que tiene 
que ver mucho con la calidad de la educación. El Estado no debería 
intentar imponer una determinada perspectiva teórica o dirección en 
los contenidos de un programa, ya que afectaría la calidad de la edu-
cación, negando así la autonomía, con una medida que nada tendría 
que ver con los objetivos de la inspección y vigilancia; por su parte, el 
pluralismo en la cátedra, propiciado en razón de la autonomía univer-
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sitaria, beneficia la calidad de la educación por la posibilidad de enri-
quecer al estudiante con múltiples enfoques, lo que debe contener el 
ejercicio de la facultades de inspección y vigilancia.

En definitiva, por igual autonomía universitaria e inspección y vi-
gilancia, son medios que pretenden lograr la calidad de la educación, 
pero se distinguen en la identidad del sujeto que las implementa: las 
instituciones de educación superior en el primer evento, el Estado en 
el siguiente.

Para el caso de los elementos de la formación o educación ju-
rídica que fueron seleccionados para ser analizados en el apartado 
anterior, la autonomía restringe las posibilidades de intervención es-
tatal, lo que finalmente es positivo, para asegurar tanto la libertad en 
educación como la calidad. En el último sentido, definir la calidad no 
puede ser una prerrogativa exclusiva del Estado, deben disponerse de 
libertades para procrearla. En razón a la autonomía, el Estado no pue-
de restringir la creación de instituciones de educación superior, ni de 
programas de derecho. Tampoco puede intervenir en la configuración 
de los programas académicos, excepto para fijar unas pautas genera-
les, que no cohíben la competencia de las universidades en la materia.

IV. Conclusiones

Las instituciones de educación superior colombianas se identifican 
por una notable diferenciación en sus características institucionales, 
lo que marcha aparejado a una gran variedad de ascendientes ideo-
lógicos que calan en los procesos de formación de los abogados. A la 
par, concurren énfasis en la formación de abogados en ciertas ramas 
del derecho o en determinadas ocupaciones. Esto influye de modo di-
recto en el tipo de capital cultural que acumulan los operadores ju-
rídicos, desde luego también en su perfil cultural. Ambos elementos 
propician, aunque no como el único factor que la desencadena, una 
considerable fragmentación en la profesión jurídica. Así mismo, tie-
nen incidencia directa en el tipo de prácticas del derecho.

La diversidad provocada por ese escenario variopinto de las ins-
tituciones de educación superior colombianas en cuanto a caracte-
rísticas de la formación y orientaciones ideológicas, no puede consi-
derarse negativa. La diversidad puede enriquecer las tendencias del 
pensamiento y, así mismo, los procesos de interpretación y aplicación 
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del derecho. A su vez, esa diversidad es garantizada por la autonomía 
universitaria.

Las diferencias de origen social de los operadores se reflejan en 
su acceso a determinadas instituciones de educación superior, que 
tienen distintos costos de matrícula, en donde profundizan en la acu-
mulación de capital social, el cual luego invertirán en el ejercicio del 
derecho. Muchos operadores del derecho estarán en franca desventa-
ja en el plano de las oportunidades profesionales, en razón a la uni-
versidad de origen y a las diferencias de capital social. La disparidad 
de instituciones puede acentuar los efectos de la disimilitud en las 
oportunidades de acumular capital social. La situación descrita tam-
bién incide en la fragmentación de la profesión. Así mismo, la autono-
mía universitaria es fundamento de la existencia de libertades para 
fijar los costos de matrícula, que serán diferenciales y en la existencia 
de universidades de primera, segunda o tercera categoría. Esto no es 
un defecto de la autonomía universitaria, pero tiene efectos en la con-
figuración del capital social y así mismo en la del capital cultural, por 
la aparición de universidades de élite, que fragmentan más la pro-
fesión e inciden también en la disparidad de usos del derecho en la 
práctica jurídica.

Unido al factor anterior, aparece también el asunto de la calidad 
de la educación superior dispensada para el campo de la formación 
jurídica. La calidad, tanto por los superávits como por los déficits, re-
percute de manera profunda en las prácticas del derecho.

Controlar la calidad es una preocupación de quienes ejercen las 
funciones de inspección y vigilancia de la calidad de la educación supe-
rior. Empero, puede ser también una prerrogativa de las instituciones 
de educación superior que desarrollen cabalmente la garantía consti-
tucional de la autonomía universitaria. Esto, porque el ejercicio de la 
autonomía es un medio que no puede tener un propósito diferente al 
de asegurar la calidad de la educación superior. La calidad, cuando es 
deficitaria, puede generar una afectación preocupante en las prácticas 
jurídicas. No es un secreto que los egresados de programas de baja ca-
lidad, a falta de otras opciones, buscarán ingreso en la administración 
pública, con perjuicio para toda la sociedad, mientras no se implemen-
ten con rigor los concursos de incorporación en la administración.

Los programas académicos exponen a un conjunto de compo-
nentes tradicionales, cuyos alcances sobre las prácticas del derecho 
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fueron discutidos. En este escenario los avances son lentos. La inno-
vación curricular y pedagógica es necesaria en este terreno, frente a 
los problemas indicados, para transformar la praxis del derecho de un 
modo constructivo.

No es cierto que haya desregulación o ausencia de reglas para 
la creación de programas académicos e instituciones de educación 
superior. Aun cuando durante los primeros años que siguieron a la 
Ley 30 de 199248, se adoptó un modelo neoliberal que renunciaba al 
control estatal de la calidad, la cual confiaba al mercado, el fracaso ro-
tundo de este modelo hizo que en forma paulatina se recuperaran los 
controles49. Finalmente, a partir de 2003 fue creada la conaces y se 
estableció el sistema de registro calificado, aperado con regulaciones 
bastante exigentes que, sobre todo, en sus primeros años fue muy ri-
guroso. Aunque la pérdida de autonomía de conaces ha hecho mella, 
lo cierto es que el sistema de registro calificado no es suficiente para 
garantizar una calidad plena. Es decir, no basta con normas y agentes 
de control. Habrá pues espacio para malos y buenos abogados, como 
siempre ha ocurrido. La aplicación de los resultados del examen de 
Estado como prueba de acceso a la profesión, podría impedir el acce-
so a la profesión de muchos, pero también puede influir distorsionan-
do la educación jurídica, que tendería a adaptarse para responder a la 
prueba. Esto además les trasladaría a los ciudadanos las deficiencias 
en el control de la calidad.

Con todo, el problema contemporáneo más alarmante es otro, 
derivado de tres hechos evidentes. En general, en los últimos años ha 
disminuido en forma sustancial la matrícula de la educación superior, 
por tanto, los ingresos se han reducido. El aumento de la competencia 
resultante de la ampliación de la oferta, enriquece la diversidad, pero 
reduce la demanda potencial para cada programa. El cumplimiento 
de los requisitos de calidad de la acreditación y del registro calificado 
ha aumentado los costos operacionales de la educación superior. En 
consecuencia, la reducción de ingresos, la disminución de la demanda 
y el aumento de los costos, pueden lesionar de modo serio la capaci-
dad de ofrecer programas de calidad.

48 Ley 30 de 28 de diciembre de 1992, “Por la cual se organiza el servicio público de la 
Educación Superior”, cit.

49 Silva García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. i: La profesión jurídica, cit., 
pp. 39 y ss.
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De hecho, varias instituciones se encuentran en una situación de-
licada respecto de su sostenibilidad. Esto es aún más problemático 
para programas con matrículas medias o bajas que compensan los 
menores ingresos con un alto número de estudiantes. En ese caso, la 
primera reacción es aumentar la oferta creando más y más progra-
mas, sobre todo de posgrado, a fin de recuperar los ingresos perdidos. 
Pero crecer para no perder es algo que no puede ser infinito, al final 
la oferta se detiene. Conforme a la segunda reacción, los agentes del 
mercado con suficiente poder tienden a presionar para que el Estado 
aumente las exigencias a los nuevos competidores e, incluso, busquen 
eliminar viejos competidores que sean políticamente débiles para 
proteger por medio de privilegios su participación en el mercado. 
Esto puede ser difícil de contener y no sería democrático. Tales even-
tos, además, afectarían la forma como es practicado el derecho.
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